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¿POR QUÉ ESTA GUÍA?

Esta cartilla se publica para dar cumplimiento a lo ordenado por 
la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia (Sentencia STC7641 
del 22 de septiembre de 2020), en fallo de tutela de segunda ins-
tancia. Ello a causa de evidenciar una problemática nacional en 
la intervención de la fuerza pública en las manifestaciones ciuda-
danas, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 
ordenó a las autoridades involucradas en el manejo de las movili-
zaciones sociales, adoptar acciones para garantizar el ejercicio del 
derecho a la protesta pacífica y no destructiva. 

Allí se dispuso que en el desarrollo de un mitin, reunión o acto de 
protesta las personas y organizaciones defensoras de derechos 
humanos debían contar con planes de fácil comprensión y acceso 
para obtener acompañamiento y asesoría jurídica para quienes, 
en actos de protesta, resulten o se hayan visto afectados por un 
uso desmedido de la fuerza desplegada por el personal al mando 
de la seguridad de las manifestaciones. 

Tanto la PGN como la Defensoría del Pueblo han identificado que 
sus funciones en materia de seguimiento y garantía de las movi-
lizaciones ciudadanas abarcan la protección de los derechos de 
toda la ciudadanía durante tres momentos: antes, durante y des-
pués de la movilización pacífica, de manera que se permita trans-
formar el conflicto social subyacente a través del diálogo social 
sostenido y con la concurrencia de las entidades en cada etapa 
y en la materia que responda a las causas del conflicto o de los 
conflictos identificados y priorizados. 

En tal sentido, este documento tiene el propósito de tratar de 
manera general los aspectos básicos relacionados con el derecho 
a la protesta pacífica, el principio del uso de la fuerza, el acompa-
ñamiento y la asesoría jurídica que ofrecen tanto la Procuraduría 
General de la Nación como la Defensoría del Pueblo en los distin-
tos momentos de las manifestaciones y protestas. 
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¿QUÉ ES LA PROTESTA? 

Es un derecho fundamental que consiste en la facultad de reunir-
se para manifestarse pública y pacíficamente. Está consagrado en 
los artículos 20, 37 y 38 de nuestra Constitución Política como 
expresión de los derechos de reunión, manifestación y libertad de 
expresión y se encuentra protegido por instrumentos internacio-
nales que hacen parte del bloque de constitucionalidad1. 
El derecho a la protesta es la materialización misma del derecho a 
la libre expresión, que dentro de una democracia permite que las 
necesidades, demandas y problemáticas de sus ciudadanos sean 
escuchadas y tenidas en cuenta o al menos consideradas por las 
autoridades en los niveles nacional, departamental y municipal, de 
modo que se implementen acciones afirmativas y aquellas dirigi-
das a neutralizar la desigualdad social y estructural. 

Asimismo, es la expresión del derecho de reunión, a través de 
la cual personas de diferente etnia, religión, afiliación política y 
orientación sexual deciden reunirse con un interés común de lo-
grar mejores condiciones de vida y manifestar su sentir frente a la 
reivindicación de sus demandas económicas, políticas y sociales.

El derecho a la protesta es un catalizador del derecho de aso-
ciación y permite a organizaciones con vocación de permanencia 
exponer sus demandas. Es una manifestación del principio de par-
ticipación política efectiva de todas aquellas personas, partidos y 
movimientos políticos en ejercicio de la oposición. 

En este sentido, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-742 
de 2012 (Num. 4.2), manifestó que «[…] la protesta social tiene 
como función democrática llamar la atención de las autoridades 
y de la opinión pública sobre una problemática específica y sobre 
las necesidades de ciertos sectores, en general minoritarios, para 
que sean tenidos en cuenta por las autoridades».

Frente a lo preceptuado en el artículo 37 de nuestro ordenamien-
to constitucional, es oportuno citar lo expresado por el represen-
tante especial del Secretario General de la Organización de las 

1  Al respecto ver los artículos 20 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 21 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, 5 de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, 16 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 21 de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre.
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Naciones Unidas sobre la situación de los defensores de derechos 
humanos en el informe A762/225 del 13 de agosto de 2007: 

«A lo largo de la historia las protestas y las manifestaciones han 
sido motores de cambio y factores importantes que contribuye-
ron a la promoción de los derechos humanos. En todas las regio-
nes del mundo y en todas las épocas de la historia, defensores 
anónimos y activistas reconocidos han liderado e inspirado mo-
vimientos de protesta que prepararon el terreno para los logros 
conseguidos en la esfera de los derechos humanos».

En ese orden, la movilización pública y pacífica y la protesta social 
son necesarias para una sana democracia y permiten la exteriori-
zación de necesidades, deseos, frustraciones, anhelos, inconfor-
mismos, reclamos, propuestas y demandas de la ciudadanía, que 
la mayoría de las veces no encuentra otro mecanismo para ser 
escuchada y tenida en cuenta.

¿QUÉ OTRAS NORMAS PROTEGEN LA PROTESTA?

Por vía de bloque de constitucionalidad (artículo 93) a nivel inter-
nacional, existen distintos instrumentos jurídicos que han consa-
grado este derecho de la siguiente manera: 
• Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 20: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asocia-
ción pacíficas.

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 21: 
Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal de-
recho solo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley 
que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o 
para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades 
de los demás.

• Convención Internacional sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial, artículo 5, literal d): 
El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.
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• Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 15:
Derecho de Reunión. Se reconoce el derecho de reunión pacífica 
y sin armas. El ejercicio de tal derecho solo puede estar sujeto a 
las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la se-
guridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos o libertades de los demás.  

• Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del 
Hombre, artículo 21: 
Toda persona tiene el derecho de reunirse pacíficamente con otras, 
en manifestación pública o en asambleas transitoria, en relación 
con sus intereses comunes de cualquier índole.

De otra parte, el Acuerdo final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera estableció en el numeral 
2.1.2.2. «Garantías de seguridad para líderes y lideresas de organi-
zaciones y movimientos sociales y defensores y defensoras de de-
rechos humanos»; asimismo, en el literal a) dispuso que debe ade-
cuarse la normativa referente a las «Garantías para la movilización 
y la protesta social, incluyendo la revisión del marco normativo».

El referido Acuerdo, en el numeral 2.2.2, establece como «Garan-
tías para la movilización y la protesta pacífica» lo siguiente: 

La movilización y la protesta pacífica, como formas de acción po-
lítica, son ejercicios legítimos del derecho a la reunión, a la libre 
circulación, a la libre expresión, a la libertad de conciencia y a la 
oposición en una democracia. Su práctica enriquece la inclusión po-
lítica y forja una ciudadanía crítica, dispuesta al diálogo social y a la 
construcción colectiva de Nación. Más aún, en un escenario de fin 
del conflicto se deben garantizar diferentes espacios para canalizar 
las demandas ciudadanas, incluyendo garantías plenas para la movi-
lización, la protesta y la convivencia pacífica. Junto con la moviliza-
ción y la protesta pacífica se deberán garantizar los derechos de los 
y las manifestantes y de los demás ciudadanos y ciudadanas.

[…]

Con el objetivo de garantizar el pleno ejercicio de estos derechos, el 
Gobierno definirá las medidas y ajustes normativos necesarios con 
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base en los criterios que abajo se enuncian, y los demás que se acuer-
den en el marco de una comisión especial, análoga en sus funciones a 
la dispuesta en el 2.2.1., que contará además con la participación de 
voceros y voceras de la Comisión de Diálogo y representantes de otros 
sectores interesados. En el marco de la comisión especial se discutirán 
los insumos que provengan del espacio de participación nacional del 
que se trata en el punto anterior y los que propongan los otros secto-
res: • Garantías plenas para la movilización y la protesta pacífica como 
parte del derecho constitucional a la libre expresión, a la reunión y a 
la oposición, privilegiando el diálogo y la civilidad en el tratamiento de 
este tipo de actividades, sin perjuicio del ejercicio de la autoridad legí-
tima del Estado conforme a los estándares internacionales en materia 
de protección del derecho a la protesta. • Garantías a los derechos 
de los y las manifestantes y de los demás ciudadanos y ciudadanas. 
• Garantías necesarias para el ejercicio de la libertad de información 
durante la movilización y la protesta. • Revisión y, de ser necesaria, 
modificación de las normas que se aplican a la movilización y la pro-
testa social. • Garantías para la aplicación y el respeto de los derechos 
humanos en general. Las movilizaciones y las protestas, incluyendo 
los disturbios se tratarán con pleno respeto de los derechos humanos 
por parte de la autoridad legítima del Estado, garantizando a la vez, de 
manera ponderada y proporcional, los derechos de los demás ciuda-
danos. • Fortalecimiento de la vigilancia y el control a la acción y los 
medios utilizados por las autoridades para el tratamiento de este tipo 
de actividades. • Garantías para el diálogo como respuesta estatal a la 
movilización y la protesta, mediante el establecimiento de mecanismos 
de interlocución y espacios de participación y, cuando sea necesario, 
de búsqueda de acuerdos, dándole a la movilización y a la protesta 
un tratamiento democrático; y mecanismos de seguimiento al cum-
plimiento de los acuerdos. Se atenderá siempre a que las decisiones 
sean para el bien común. • Acompañamiento del Ministerio Público 
en las movilizaciones y protestas como garante del respeto de las li-
bertades democráticas, cuando sea pertinente o a solicitud de quienes 
protestan o de quienes se vean afectados o afectadas. El Gobierno en 
el marco de la Política pública de fortalecimiento, promoción y garan-
tías de la participación de las organizaciones y movimientos sociales 
fortalecerá y ampliará las instancias de participación ciudadana para 
la interlocución y la construcción de agendas de trabajo locales, mu-
nicipales, departamentales y nacionales, según el caso, que permitan 
la atención temprana de las peticiones y propuestas de los diferentes 
sectores y organizaciones sociales.
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PREGUNTAS Y RESPUESTAS GENERALES 

¿QUIÉNES PARTICIPAN COMO GARANTES DEL EJERCICIO 
DEL DERECHO A MOVILIZARSE PÚBLICA Y PACÍFICAMENTE? 

• Las alcaldías municipales y el personal que forma parte de los 
entes territoriales.

• Funcionarios del Ministerio Público (Procuraduría General de 
la Nación, Defensoría del Pueblo y personerías distritales y 
municipales).

• Gestores de convivencia de naturaleza civil.
• Policía Nacional de Colombia.
• Organismos internacionales responsables de promover y pro-

teger los derechos humanos como la Oficina en Colombia de 
la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos.  

¿CUÁLES AUTORIDADES INTERVIENEN EN EL MARCO DE LA 
MOVILIZACIÓN PÚBLICA Y PACÍFICA Y DE LA PROTESTA SOCIAL?

• Agentes de la ley que ejercen funciones de policía.
• La Fuerza Disponible de la Policía Nacional. 
• El Escuadrón Móvil Antidisturbios (ESMAD) actúa de «forma 

excepcional frente a los hechos que afecten el derecho a la 
libertad de expresión y de reunión […]», de acuerdo con las 
Resoluciones 02903 y 03002 de junio de 2017. Cuando se 
requiera su participación en eventos públicos o privados, de-
berá poner a disposición el listado de los comandantes o jefes 
de unidad del personal asignado para el servicio requerido2. 
Conforme el procedimiento 008 del 29 de enero de 2018, el 
ESMAD interviene con el propósito de restablecer las condi-
ciones de convivencia y seguridad en los casos de disturbios 
mediante el uso de los medios de policía, garantizando el libre 
ejercicio de las libertades constitucionales de las personas.

2    Corte Suprema de Justicia, Radicación n.° 11001-22-03-000-2019-02527-02 139.
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¿CUÁL ES LA NORMATIVIDAD QUE RIGE A LOS FUNCIONARIOS 
ENCARGADOS DE HACER CUMPLIR LA LEY?

 Los agentes deben regirse por la siguiente normatividad:

• Código de conducta para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley (ONU, Resolución 34/169 de 1979).

• Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de 
fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
(ONU, Resolución 34/169 de 1979).

• Resolución 02903 del 23 de junio de 2017 de la Policía Na-
cional, mediante la cual se «reglamenta el uso de la fuerza y el 
empleo de armas, municiones, elementos y dispositivos me-
nos letales».

• Resolución 03002 del 29 de junio de 2017 de la Policía Nacio-
nal, que establece «el manual para el servicio en manifestacio-
nes y el control de disturbios para la Policía». 

• Decreto 4222 de 23 noviembre de 2006, por el cual se mo-
difica parcialmente la estructura del Ministerio de Defensa 
Nacional.

• Ley 1801 de 2016, por la que se expide el Código Nacional de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana. 

• Decreto 003 de 2021, del Ministerio del Interior, por el cual se 
expide el Protocolo de acciones preventivas, concomitantes y 
posteriores, denominado “Estatuto de reacción, uso y verifica-
ción de la fuerza legítima del estado y protección del derecho 
a la protesta pacífica ciudadana”. 

«[…] Ante situaciones de conflicto o amenaza la convivencia y segu-
ridad, en coordinación con los gestores de convivencia y Ministerio 
Público, agotar las instancias de persuasión, diálogo, mediación y 
gestión del conflicto con los participantes ante posibles disturbios, 
minimizando los riesgos de confrontación. El uso de la fuerza es el 
último recurso en este tipo de eventos […]» 3. 

33

3 Resolución N° 03002 del 29 de junio de 2017, artículo 17, numeral 2°, literal m, en relación con el comportamien-
to de la policía en el acompañamiento y control de disturbios
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¿CUÁNDO PUEDEN USAR LA FUERZA LOS AGENTES DE LA LEY?

• De acuerdo con la normatividad internacional (principios bá-
sicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley – ONU, 
Resolución 34/169 de 1979), el uso de la fuerza debe ser con-
siderado siempre el último recurso.

• La Policía Nacional y sus equipos deben estar claramente 
identificados. 

• La Policía Nacional debe estar a una distancia suficiente y es-
tratégica, de tal manera que no afecte el desarrollo de la mo-
vilización y pueda reaccionar para la garantía de los derechos 
de la ciudadanía.

• La Policía Nacional intervendrá solo cuando se considere que 
su actuación es necesaria conforme a la evaluación de la si-
tuación de orden público de la manifestación, atendiendo el 
principio de proporcionalidad, necesidad, legalidad, la garantía 
de los derechos de los manifestantes y de los demás habitan-
tes que puedan verse afectados por sus actuaciones.

• Los escuadrones móviles antimotines solo serán enviados 
cuando no sea posible controlar por otro medio graves e in-
minentes amenazas a la vida e integridad personal de quie-
nes participan de la manifestación pública y pacífica, de las 
personas que no participan de dicho espacio y de la misma 
Policía, afectaciones a bienes públicos o privados, entre otros  
derechos.

¿ES LEGÍTIMA LA FUERZA CONTRA LOS MANIFESTANTES?

El uso de la fuerza es el último recurso físico para proteger la vida e 
integridad personal de todos los ciudadanos y de la fuerza pública, 
y debe regirse de manera estricta por los principios de necesidad, 
proporcionalidad, excepcionalidad y legalidad. Sus límites son:

• Respetar el principio de legalidad, junto con los principios  
enunciados anteriormente.

• Asegurar el orden público sin interferir con el ámbito privado 
de los ciudadanos.
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• Tomar las medidas necesarias y eficaces para cumplir con su 
tarea y utilizar la fuerza únicamente cuando sea indispensable.

• Adoptar medidas proporcionales y razonables en relación con 
las circunstancias y el fin perseguido.

• El poder de policía es inversamente proporcional con el valor 
constitucional de las libertades afectadas.

• Debe ejercerse para preservar el orden público en beneficio 
de las libertades y los derechos ciudadanos y no puede tradu-
cirse en una limitación absoluta de los mismos.

• No puede llevar a discriminar y/o estigmatizar a quienes parti-
cipan o apoyan la movilización pública y pacífica.

• La Policía se encuentra facultada para obrar contra el pertur-
bador del orden público, pero no contra quien ejercite legal-
mente sus derechos4.

• De acuerdo con el artículo 7 de la Resolución 02903 de 23 
de junio de 2017 de la Policía Nacional, que reglamentó el 
uso de la fuerza y el empleo de armas, municiones, elemen-
tos y dispositivos menos letales, se exige del uniformado un 
comportamiento de presunción de buena fe y de respeto por 
las personas, así como el deber de buscar el efecto disuasivo 
para detener un perjuicio o riesgo inminente a la sociedad o 
al uniformado.

¿QUÉ ES UNA INTERVENCIÓN ARBITRARIA Y EXCESIVA DE LA 
FUERZA PÚBLICA EN MANIFESTACIONES Y PROTESTAS? 

En el marco de la Sentencia STC7641-2020, podría entenderse 
como abuso policial toda aquella práctica o actuación que decaiga 
en  situaciones como: i) intervención sistemática, violenta y arbi-
traria de la fuerza pública; ii) estigmatización frente a quienes, sin 
violencia, salen a las calles a cuestionar, refutar y criticar las labores 
del Gobierno; iii) uso desproporcionado de la fuerza, armas letales y 
de químicos; iv) detenciones ilegales y abusivas, tratos inhumanos, 
crueles y degradantes y v) ataques contra la libertad de expresión5. 

4   Corte Constitucional, sentencias C-435 de 2013 y C-204 de 2019.
5   Corte Suprema de Justicia, Radicación n.º 11001-22-03-000-2019-02527-02.
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Los tratos humillantes y degradantes, la tortura, la desnudez for-
zada, amenazas de muerte, lenguaje discriminatorio, golpizas, 
arresto, allanamientos ilegales, para intimidar a los manifestantes 
y obstaculizar el ejercicio del derecho a la reunión pacífica son ac-
tuaciones arbitrarias y excesivas que desatienden las obligaciones 
convencionales del Estado respecto de los derechos humanos.

Los agentes que infrinjan la ley pueden estar incursos en conduc-
tas tipificadas en la ley penal y disciplinaria. Algunas de estas son:

• Tortura, tratos crueles, inhumanos, degradantes (artículos 
178 y 179 del Código Penal y artículo 48, numeral 9, de la 
Ley 734 de 2002).

• Detención arbitraria (artículo 174 del Código Penal y artículo 
48, numeral 14, de la Ley 734 de 2002, numeral 1, articulo 34 
de la Ley 1015 de 2006). 

• Abuso de autoridad (artículo 416 del Código Penal y artículo 
48, numeral 1 de la Ley 734 de 2002, numeral 9, articulo 34 
de la Ley 1015 de 2006).

• Omisión de socorro (artículo 131 del Código Penal y artículo 
48, numeral 1, de la Ley 734 de 2002, numeral 9, articulo 34 
de la Ley 1015 de 2006).

• Delitos contra la vida e integridad personal (Libro II, Título I, 
del Código Penal y artículo 48, numeral 1, de la Ley 734 de 
2002, numeral 9 y 18, articulo 34 de la Ley 1015 de 2006).

• Delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales (Tí-
tulo IV, Capítulo I, del Código Penal y artículo 48, numeral 1, 
de la Ley 734 de 2002, numeral 9, articulo 34 de la Ley 1015 
de 2006).

¿QUÉ PUEDO HACER SI SE PRESENTA ABUSO POLICIAL EN LA 
MOVILIZACIÓN PÚBLICA Y PACÍFICA?

• Documentar en video.
• Remitir las quejas por vulneraciones a los derechos humanos 

en el marco de la protesta social al correo quejasprotestaso-
cial@defensoria.gov.co.
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• Denunciar penalmente a través de los canales dispuestos por 
la Fiscalía General de la Nación para tal fin y disciplinariamen-
te a través de los diferentes canales dispuestos por la Procu-
raduría General de la Nación para la recepción de quejas en 
esa área, entre los que se encuentran: Página web www.pro-
curaduría.gov.co; el correo electrónico quejas@procuraduria.
gov.co; centro de atención al público ubicado en la carrera 5 # 
15-80 de la ciudad de Bogotá; envío de la queja a través de los 
servicios de correspondencia física como 7/42, Servientrega, 
Deprisa, entre otros, a la carrera 5 # 15-80 de la ciudad de 
Bogotá. 

• Acudir a la Defensoría del Pueblo quien tiene a su disposición 
defensores públicos en unidades de reacción inmediata para 
atender las detenciones, si se llegaren a presentar, con fines 
de protección o judicialización en el marco de la protesta so-
cial. Así mismo, hay designación de defensores públicos para 
representación judicial de víctimas, mediante canales expe-
ditos para ello y de acuerdo con las peticiones realizadas en 
tal sentido, sin que sea necesario el estudio de imposibilidad 
económica o social.

• Deben implementarse procedimientos que verifiquen la legali-
dad y/o proporcionalidad en el uso de la fuerza letal ejercida por 
agentes estatales, así como de las órdenes de la cadena de mando 
relacionadas con el hecho. En efecto, una vez que se tenga cono-
cimiento de que los agentes de seguridad hicieron uso de armas 
letales o no letales, causando daños a la vida e integridad de las 
personas, deberá iniciarse inmediatamente y dentro de un plazo 
que no supere los seis (6) meses contados a partir del suceso, al 
margen de las investigaciones a que haya lugar, la obligación de 
proveer una explicación pública satisfactoria y convincente de lo 
sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, 
mediante elementos probatorios adecuados. Tal procedimiento 
será acompañado por redes de veeduría ciudadana, mandatarios 
regionales, locales y órganos de control6.

6   Corte Suprema de Justicia, Radicación n.° 11001-22-03-000-2019-02527-02 139. 
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¿PUEDE LA FUERZA PÚBLICA UTILIZAR LAS ESCOPETAS 
CALIBRE 12?

El fallo de segunda instancia de la Corte Suprema de Justicia or-
denó suspender su uso: 

Como en el presente asunto se evidenció un uso inadecuado de 
las “escopetas calibre 12”, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes a la notificación de este fallo, el ESMAD y cualquier 
institución que efectué [sic] “actividades de policía”, suspenda su 
uso hasta tanto el a quo constitucional, previa verificación exhaus-
tiva, constate la existencia de garantías para la reutilización res-
ponsable y mesurada de dicho instrumento. 

Cada mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, 
el estrado de primer grado remitirá un informe a esta Sala del 
cumplimiento de las disposiciones aquí adoptadas y, de cualquier 
manera, cuando se considere necesario, la Corte asumirá la com-
petencia para exigir el obedecimiento de lo aquí ordenado7.

¿EN QUÉ EVENTOS LA POLICÍA NACIONAL PUEDE CONDUCIR 
A UNA PERSONA A LOS CENTROS DE TRASLADO POR 
PROTECCIÓN?

El Código Nacional de Seguridad  y Convivencia Ciudadana en su 
artículo 155 establece la posibilidad de traslado por protección en 
los casos en que la vida e integridad de una persona o de terce-
ros esté en riesgo o peligro y solo si el traslado es el único medio 
disponible para evitarlo. Esta medida no constituye una sanción 
y se debe proveer a la persona trasladada de todas las garantías 
necesarias y en todo momento para asegurar su debido proceso8. 
El traslado sólo se puede dar en los siguientes casos:

• Cuando deambule en estado de indefensión o de grave altera-
ción del estado de conciencia por aspectos de orden mental o 
bajo efectos del consumo de bebidas alcohólicas o sustancias 
psicoactivas o tóxicas.

7   Corte Suprema de Justicia, Radicación n.° 11001-22-03-000-2019-02527-02 139.
8   Corte Constitucional, Sentencia C-281 de 2017.
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• Cuando esté involucrado en riña o presente comportamien-
tos agresivos o temerarios, realice actividades peligrosas o de 
riesgo que pongan en peligro su vida o integridad o la de ter-
ceros, o esté en peligro de ser agredido.

• La autoridad de Policía debe entregar a la persona a un allega-
do o pariente que asuma la protección; en ausencia de estas 
personas se trasladará a  un centro asistencial de salud u hos-
pital o a un lugar de protección especialmente destinado para 
tal fin, o a su domicilio. Los lugares destinados para el traslado 
por protección deben cumplir con su finalidad exclusivamente 
protectora y no sancionatoria, y no corresponden a las cárce-
les ni los lugares destinados para la privación de la libertad, 
como tampoco a los Comandos de Atención Inmediata (CAI) 
ni a las Estaciones de Policía. La privación de la libertad no po-
drá ser mayor a doce (12) horas y, en todo caso, deberá cesar 
una vez se cumplan los requisitos para que la Policía entregue 
a la persona trasladada por protección o hayan cesado las ra-
zones o causas por las que la persona había sido trasladada, 
lo anterior atendiendo a lo manifestado por la Corte Constitu-
cional en la Sentencia C-720 de 2007.

• Las normas que regulan el traslado por protección no admiten 
interpretación por ser normas claras y no facultan a la Policía 
Nacional para retener a una persona trasladada por protec-
ción hasta por 12 horas si previamente se han cumplido los 
requisitos para que sea entregada en las condiciones previstas 
por la ley.

En los eventos en que antes, durante o después de la protesta o 
manifestación pública resulten personas conducidas por la Policía 
Nacional a los centros de traslado por protección, dicha institu-
ción deberá informar en tiempo real al Ministerio Público el nom-
bre completo y documento de identidad de cada una de las per-
sonas retenidas, nombre completo e identificación del servidor 
público que realizó el procedimiento de retención, lugar y hora 
exacta de la retención, motivos por los que se efectuó y lugar a 
donde serán conducidas cada una de las personas retenidas. La 
Policía Nacional deberá garantizar al Ministerio Público, en todo 
momento, el pleno acceso a los lugares de retención, así como a 
los actos y procedimientos de identificación y traslado.
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Ahora bien, si no se trata de traslado por protección, la autoridad 
solo puede capturar en casos de flagrancia y por orden escrita de 
autoridad judicial competente.

¿CUÁLES SON LAS OBLIGACIONES DE LA POLICÍA NACIONAL 
FRENTE A LA PERSONA TRASLADADA?

La persona trasladada tiene derecho a:

• Solicitar la presencia de un representante del Ministerio Pú-
blico.

• Que se le permita hacer una llamada para comunicar su tras-
lado, motivo y sitio. Si se niega a informar a otra persona o no 
es factible hacerlo, la Policía Nacional enviará el respectivo 
informe al Ministerio Público, esto en virtud de lo establecido 
en el parágrafo 4 del artículo 155 de la Ley 1801 de 2016.

• La Policía Nacional deberá elaborar un informe escrito en el 
que conste nombre, documento de identificación, lugar y hora 
del procedimiento, funcionario que lo practica, lugar a donde 
la persona está siendo trasladada y el motivo de su traslado, 
nombre del allegado o a quien la persona trasladada informa 
para ser asistido; adicionalmente, en todo momento garanti-�
zará una fluida comunicación y transparencia en la informa-
ción pública a la comunidad (parágrafo 3 del artículo 155 de 
la Ley 1801 de 2016).

• La Policía Nacional deberá informar al superior jerárquico de 
la unidad policial a la que pertenece y entregar copia de dicho 
informe al sujeto de la medida (parágrafo 3 del artículo 155 de 
la Ley 1801 de 2016).

No sobra mencionar que una obligación/derecho relativo a la per-
sona trasladada, es que no puede ser objeto de ningún trato que 
vulnere sus derechos. Si la persona es capturada o aprehendida 
por la presunta comisión de un delito, se le deben leer sus dere-
chos, informar los cargos en su contra, poner a disposición de la 
Fiscalía General de la Nación de manera inmediata y al juez dentro 
de las 36 horas; asimismo, tendrá derecho a un abogado, a hacer 
una llamada para avisar y a ser tratado con respeto y de manera 
acorde con la dignidad humana. 
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DESARROLLO DE ACTIVIDADES DE LA PGN Y LA DEFENSORÍA 
DEL PUEBLO EN EL MARCO  DE LA MOVILIZACIÓN O 
PROTESTA SOCIAL (ANTES, DURANTE Y DESPUÉS)

¿POR QUÉ LA PGN Y LA DEFENSORÍA ACOMPAÑAN LA 
MOVILIZACIÓN SOCIAL?

Con el propósito de generar escenarios de cohesión y participa-
ción social en el país, resulta de vital importancia el acompaña-
miento de la Procuraduría General de la Nación y de la Defensoría 
del Pueblo en la garantía del ejercicio legítimo del derecho a la 
manifestación pacífica, establecido en el artículo 37 de la Consti-
tución Política, antes, durante y después de la misma. 

Por tal motivo, la Procuraduría General de la Nación desde sus 
tres ejes misionales, preventivos, de intervención y disciplinarios, 
según sea el caso, acompañará de forma inmediata las manifesta-
ciones convocadas por la ciudadanía que, según el modelo de Es-
tado social y democrático de derecho, permite su materialización. 

Este acompañamiento se realiza con el objetivo de tener una res-
puesta oportuna y garante de derechos, activando las acciones en 
materia preventiva, disciplinaria o de intervención judicial, si las 
circunstancias de los hechos así lo demandaren.   

Por su parte, la Defensoría del Pueblo ha diseñado planes de fácil 
acceso con el fin de acompañar a los ciudadanos y ciudadanas an-
tes, durante y después de la protesta y, de ser necesario, brindar 
la asesoría jurídica, incluso en instancias internacionales, cuando 
hubiere lugar. 

Para tales efectos, dentro del marco de la movilización social, la 
Defensoría ha venido estableciendo unas rutas prioritarias de fá-
cil acceso para el acompañamiento y la asesoría jurídica de las 
personas que resulten afectadas en actos de protestas. 
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A. LAS ACTUACIONES DE LA PGN EN EL DESARROLLO  
DE LAS MOVILIZACIONES CIUDADANAS

¿POR QUÉ ES IMPORTANTE EL DIÁLOGO SOCIAL EN LA PGN?

Para la PGN, el diálogo es un valor que busca la transformación de 
conflictos de forma pacífica y por ello atraviesa sus funciones mi-
sionales, acciones y prácticas que desarrolla como entidad rectora 
del Ministerio Público. Construir confianza, mejorar las relaciones 
sociales y avanzar en la consolidación de los principios democráti-
cos de la Constitución Política de 1991 hacen parte de la finalidad 
del diálogo, tal y como se entiende en la presente guía.

Por esto, el momento anterior a la protesta es fundamental, pues 
es allí donde el conflicto subyacente se hace latente o se  mani-
fiesta a través de diferentes medios, probablemente públicos, y es 
posible que evolucione a movilización y/o protesta social. Una vez 
se priorizan los conflictos identificados, se disponen ejercicios de 
diálogo dependiendo de su ubicación geográfica (municipal, de-
partamental, regional, nacional), de los sectores y temas que se 
demandan o solicitan y se prepara al responsable de la PGN que 
pueda dar elementos y respuesta a las demandas y solicitudes. 

El ejercicio de diálogo debe producir resultados concretos 
para las partes, de manera que la PGN mantenga sus funcio-
nes y evite coadministrar. En caso de darse una solución y 
transformación del conflicto identificado, se seguirá en el mo-
nitoreo de los acuerdos alcanzados y ante el escalamiento a la 
manifestación pública del conflicto, la Procuraduría Delegada 
para las Entidades Territoriales y Diálogo Social articulará con 
la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Hu-
manos aquellos ejercicios que establecen las normas vigentes 
para el tratamiento de la protesta social.

En los casos de protestas espontáneas, la conversación y el acer-
camiento con las personas que las ejercen tiene como caracte-
rística que el diálogo tiende a convertirse en una negociación, 
dado que los objetivos son conocer las razones de la movilización 
y cuánto tiempo durará. Posteriormente, debe evaluarse por qué 
no fue posible identificar la alerta para haber iniciado un proceso 
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adecuado y se debe involucrar a las entidades responsables de las 
respuestas.

¿CUÁL ES EL ALCANCE DEL EQUIPO DE DIÁLOGO SOCIAL DE 
LA PGN?

La PGN, a través de la Procuraduría Delegada para las Entidades 
Territoriales y Diálogo Social, cuenta con un equipo de diálogo 
social, encargado de consolidar información que le permita ade-
lantar, bajo la misión preventiva, actuaciones coordinadas y ar-
ticuladas con sus dependencias del nivel central y territorial en 
cualquiera de las fases (previa, concomitante y posterior) de los 
fenómenos mencionados. 

Frente a los sucesos que tienen ocurrencia en los territorios o en 
el nivel central, se crea un grupo denominado Noticias Diálogo 
Social, que tiene por objeto poner en conocimiento de los inte-
grantes del equipo los diferentes conflictos que tienen lugar en 
el marco de las movilizaciones y la protesta social. Asimismo, al 
equipo de diálogo social llega información que proviene de dife-
rentes fuentes y sobre las cuales debe adelantar actuaciones en 
el marco de sus competencias institucionales, de acuerdo con las 
funciones asignadas por la Resolución 242 de 2019.

¿CUÁL ES LA ESTRATEGIA DE DIÁLOGO SOCIAL DE LA PGN?

En atención a la Sentencia STC7641-2020 proferida por la CSJ 
y a las órdenes impartidas al Ministerio Público, específicamente 
a la PGN, en lo que respecta a la fase previa de la movilización 
social, se precisarán las acciones que desde la órbita del control 
preventivo se consideran necesarias para vigilar la garantía de los 
derechos a la vida, integridad personal, libertad personal, seguri-
dad, reunión, asociación y libertad de expresión. 

La estrategia se encuentra orientada en dos escenarios de actua-
ción preventiva que se denominarán estrategia de diálogo com-
partido, expresiones sociales e instituciones y estrategia de regis-
tro y reporte territorial de movilizaciones sociales.
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El primero de ellos atenderá la necesidad de vigilar las prerrogati-
vas mínimas que deben ser tenidas en cuenta al momento de las 
movilizaciones sociales y tendrá como objetivo la garantía de los 
derechos de reunión, asociación, libertad de expresión, participa-
ción, por grupos poblacionales en atención a su protección refor-
zada (pueblos étnicos, Niños, Niñas y Adolescentes, etcétera) y la 
disrupción entre derechos.

La base de esta estrategia se encuentra en la identificación de 
las disposiciones normativas vigentes para la regulación de este 
derecho, tales como las leyes 1453 de 2011 y 1801 de 2016 y la 
Resolución 1190 de 2018.

Como primer paso de actuación encontramos, luego de experien-
cias previas en diferentes movilizaciones sociales, la necesidad 
de articular actuaciones con las instituciones del ente territorial 
y las expresiones sociales. Espacios como la mesa de seguimiento 
al respeto y la garantía de la protesta pacífica y de los derechos 
de quienes no participan en ella, el Puesto de Mando Unificado 
(PMU) y la Comisión de Verificación de la Sociedad Civil serán 
espacios en los que se evidencie la necesidad de contar con un 
trabajo previo, que se articule con las instancias en las que se de-
sarrolle la movilización social y los hechos posteriores a esta. 

El segundo paso de esta estrategia está orientado a articular la 
preidentificación de instrumentos que regulan la movilización so-
cial y la posterior participación en espacios institucionales o aque-
llos creados por la sociedad civil para abordar la fase previa de las 
movilizaciones sociales. Tendrá la designación de un funcionario 
encargado de contemplar los pasos y formular las recomendacio-
nes en las instancias mencionadas. Es preciso aclarar que desde el 
nivel territorial la designación de este funcionario la hará el procu-
rador regional o provincial de la jurisdicción en la que se desplie-
gue la movilización social.

La estrategia de registro y reporte territorial de movilizaciones so-
ciales se encuentra orientada a documentar de forma previa las 
posibles movilizaciones sociales como consecuencia de diferen-
tes motivos. Es una estrategia que permitirá adelantar el registro 
de situaciones en el nivel nacional y territorial y de esta forma 
identificar las expresiones sociales que las adelantan y sus moti-
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vaciones, con el fin de coordinar y articular las actuaciones de la 
PGN para su protección.

Con el propósito de adelantar una labor articulada y consolidar 
una estrategia de actuación frente a la información mencionada y 
la proveniente de otras fuentes, se diseñará una base de datos de 
movilizaciones sociales y protesta social de la PGN, que dé cuenta 
de los sucesos que ocurren en los territorios y en el nivel central. 
La base permitirá prever situaciones y establecer responsabilida-
des de atención temprana al interior de la entidad, luego de la 
asignación de macrorregiones que agrupen a las procuradurías 
regionales y provinciales a los integrantes del grupo de diálogo 
social. Este, a su vez, coordinará con el funcionario encargado del 
departamento que corresponda, las acciones orientadas a gestio-
nar o transformar el conflicto y dejará un registro de actuaciones 
institucionales que construya la memoria histórica en materia de 
diálogo social.

Para efectos administrativos y en atención al contenido de la no-
ticia o información, estos asuntos deben ser reportados en el Sis-
tema de Información Misional (SIM), bajo la denominación esta-
blecida por este: asunto abreviado, ordinario o caso preventivo. 

Asimismo, el asunto no solo debe ser registrado en la base de 
datos, sino que debe contar con un registro de actuaciones ade-
lantadas desde el nivel central o territorial que dé cuenta de la 
trazabilidad de este desde su apertura hasta su cierre.

Para adelantar la estrategia mencionada es indispensable contar 
con la participación de los procuradores regionales y provinciales 
del país, con el fin de alimentar la base de datos de acuerdo con 
sus categorías y de esta forma poder construir un reporte de ac-
tuaciones trimestral o semestral.

Es preciso aclarar que las categorías utilizadas para la sistema-
tización y análisis de la información se ajustarán a la órbita de 
competencias en materia de prevención que despliega la PGN en 
el territorio y en el nivel central. Se adicionarán a las categorías las 
actuaciones que desde el nivel central y territorial se adelanten 
para gestionar o transformar los conflictos.   
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De acuerdo con la base de datos de luchas sociales del Centro de 
Investigación y Educación Popular (CINEP), se entenderá que los 
movimientos sociales son: 

Acciones sociales colectivas con cierta permanencia, orientados a 
enfrentar injusticias, desigualdades o exclusiones que no se limi-
tan a expresar resistencia, sino que hacen propuestas en contex-
tos temporales determinados.

Mientras que la protesta o lucha social la entenderemos como:

El conjunto de acciones sociales colectivas de más de diez personas 
que expresan intencionalmente demandas o que presionan solu-
ciones ante el Estado en sus diversos niveles, entidades privadas o 
individuos, para enfrentar injusticias, exclusiones o desigualdades.

Frente a estas últimas acciones, y con el fin de ubicar los hechos o 
sucesos que se presenten en los territorios dentro de esta catego-
ría, diremos que las luchas o protestas sociales tienen tres crite-
rios que permiten identificarlas: el primero hace referencia a que 
enfrenten el problema del poder, no solo del Estado, también de 
la sociedad civil; el segundo se refiere a que deben ser colectivas 
y sociales, expresadas frente a otros y orientadas a afectar su con-
ducta y el tercero que sean presenciales o en espacios públicos.

De acuerdo con lo anterior se sugieren como categorías de la base 
de datos de movilizaciones sociales y protestas sociales de la Pro-
curaduría General de la Nación las siguientes:

1. Registro temporal de la movilización o protesta: Permite esta-
blecer la fecha y duración de la acción colectiva.

2. Registro espacial de la movilización o protesta: Permite esta-
blecer el lugar de ocurrencia de los hechos.

3. Cobertura territorial de la movilización social o protesta:
a. Internacional
b. Nacional
c. Departamental
d. Regional
e. Subregional
f. Municipal
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4. Actores: Se refiere al qué (existencia de un conflicto social), al 
quién (identificación pública de los actores) y al para qué (es la 
modalidad de actor específico al escoger entre varios campos de 
conflicto) de la acción colectiva.

Dentro de esta categoría se pueden identificar los siguientes actores:

a. Asalariados
b. Campesinos
c. Pobladores urbanos
d. Estudiantes
e. Grupos étnicos
f. Víctimas del conflicto armado
g. Mujeres
h. Población LGBT
i. Trabajadores independientes
j. Gremios
k. Reclusos

5. Modalidad de acción: Se refiere a la modalidad de la acción so-
cial o medio de manifestación y comprende:
a. Paros o huelgas
b. Movilizaciones (marchas, mítines y plantones)
c. Invasiones de tierras rurales, territorios étnicos o de suelos 

urbanos
d. Tomas de entidades
e. Bloqueos de víasDisturbios
a. Huelgas de hambre
a. Acciones de resistencia o desobediencia civil

6. Motivos: Tiene que ver con las causas primarias que formu-
laron los actores de forma explícita. Esta categoría contempla 
como motivaciones:

a. Condiciones de trabajo (salarios, empleo, estabilidad laboral)
b. Tierra y viviendaServicios públicos domiciliarios e infraes-

tructura
c. Servicios sociales (educación, salud, atención a grupos vul-

nerables)
d. Incumplimiento de leyes y pactos
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e. Derechos humanos
f. Demandas en torno a autoridades 
g. Políticas públicas
h. Ambientales
i. Solidaridad con otros actores en conflicto 
j. Conmemoraciones
k. Protestas en contra de otras protestas

7  Institución requerida9 : Se refiere a los grupos hacia quienes 
se dirigen las demandas de las movilizaciones o protestas so-
ciales. Dentro de estos se encuentran:

a. Entidades estatales del nivel nacional, regional y local
b. Fuerzas armadas regulares
c. Colectivos o personas pertenecientes a la sociedad civil

8 Competencia territorial de la PGN: Atiende a la definición del 
competente para adelantar actuaciones en el nivel territorial y 
central: 

a. Procuraduría regional competente
b. Procuraduría provincial competente
c. Procuraduría delegada enlace competente
d. Procuraduría delegada que conozca el asunto
e. Funcionario Programas de Desarrollo con Enfoque Territo-

rial PDET asignado al departamento o región

9 Actuaciones adelantadas por la PGN: Alude a las actuaciones 
previas o concomitantes a la ocurrencia de los hechos, ade-
lantadas por la PGN en materia preventiva, disciplinaria o de 
intervención, en los siguientes ámbitos:

a. Control preventivo
b. Disciplinario
c. De intervención

9  En los casos en que las movilizaciones y protestas sociales se dirijan hacia grupos armados ilegales, se priorizará la 
acción de la fuerza pública y el restablecimiento del orden, de manera que el diálogo se realice en el marco de la legalidad y bajo 
la potestad que tiene el Gobierno nacional para desarrollar acciones de diálogo y negociación con estos actores, en el marco de 
sus competencias.
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Registro de actuaciones adelantadas: Hace referencia a las ac-
tuaciones adelantadas en el nivel central o territorial desde que 
se tiene conocimiento del asunto hasta su cierre o culminación.

El alcance de esta estrategia se encuentra orientado a organizar 
y sistematizar la información allegada a la entidad, con el fin de 
arrojar un reporte de las actuaciones adelantadas en el contexto 
de las movilizaciones sociales y la protesta social; a documentar 
las actuaciones adelantadas por funcionario y por región; a hacer 
un aporte a la consolidación de las escuelas regionales sobre diá-
logo social en el marco del proyecto aprobado por Agencia Espa-
ñola de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID); a 
articular y coordinar las actuaciones en materia de diálogo social 
de las procuradurías delegadas y las regionales, provinciales y dis-
tritales, entre otras.

Finalmente, el espíritu de esta estrategia trabajará bajo la premisa 
de privilegiar el diálogo en la gestión de cualquier modalidad de 
protesta sin acudir al recurso de la fuerza durante manifestacio-
nes, ocupaciones o protestas, excepto cuando sea absolutamente 
necesario. Asimismo, reconocerá el rol fundamental en la promo-
ción e implementación de los derechos a la libertad de expresión, 
reunión y asociación involucrados en los contextos de protesta 
y apoyará el papel de estas instituciones en el seguimiento y en 
los espacios de vigilancia de las manifestaciones y protestas en 
la fase previa y concomitante; de igual manera, se implementa-
rán mecanismos para recibir denuncias sobre posibles abusos y 
violaciones a los derechos humanos en este tipo de contexto. Lo 
anterior de acuerdo con los parámetros establecidos por la CIDH.

¿QUÉ ACTUACIONES DE VERIFICACIÓN REALIZARÁ LA 
PGN ANTES DEL DESARROLLO DE LAS MOVILIZACIONES 
CIUDADANAS? 

• En la medida en que las circunstancias de la convocatoria a la 
movilización lo permitan, la PGN, previo al desarrollo de las 
movilizaciones ciudadanas, verificará la existencia de un plan 
de acción (órdenes de servicio) y el alcance del dispositivo dis-
puesto por la Policía Nacional, con el propósito de que este se 
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ajuste a la contención y/o restablecimiento del orden y no a la 
privación de la vida o a agresiones injustificadas.

• Desde el orden nacional y territorial, la PGN exhortará a las 
autoridades nacionales, departamentales y municipales para 
que en el marco de sus funciones y competencias, en la me-
dida en que las circunstancias así lo permitan, se abstengan 
en lo posible de dar órdenes relativas a la participación de las 
fuerzas militares en el desarrollo del libre ejercicio del derecho 
de reunirse y a manifestarse pública y pacíficamente, salvo en 
los casos que se encuentren autorizados por la Constitución 
y la Ley.

• Recordar a la Policía Nacional que, en cumplimiento de la 
Ley de transparencia y acceso a la información pública, toda 
la normativa referente al ejercicio del derecho a la reunión y 
manifestación pública y pacífica, así como los manuales, pro-
tocolos y procedimientos para atenderlas, deben estar publi-
cados en su página web, para garantizar el acceso de cualquier 
ciudadano a la información.

• Para efectos de lograr una correcta coordinación desde el ni-
vel nacional con el  territorial, se activará el Puesto de Mando 
Unificado (PMU-PGN) del nivel central de la entidad, desde 
donde se impartirán instrucciones generales a tener en cuen-
ta por los funcionarios de la Procuraduría, haciendo uso de los 
medios tecnológicos y de comunicación disponibles.

• Las procuradurías delegadas preventivas y de intervención y 
las territoriales, con funciones en el acompañamiento de las 
movilizaciones, designarán funcionarios que tendrán funcio-
nes de carácter permanente desde su misionalidad, de con-
formidad con las instrucciones que para el efecto les impartan 
la Viceprocuraduría, la Delegada para la Defensa de los De-
rechos Humanos, la Delegada para Entidades Territoriales y 
Diálogo Social o sus superiores jerárquicos.

¿EN QUÉ CONSISTE EL ACOMPAÑAMIENTO DE LA PGN EN LA 
MOVILIZACIÓN PÚBLICA Y PACÍFICA?

• Las procuradurías delegadas con funciones en prevención e 
intervención y las territoriales informarán a las autoridades 
competentes el listado de los funcionarios designados por es-
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tas para el acompañamiento de las movilizaciones ciudadanas 
en el territorio nacional.

• La PGN solicitará a la Policía Nacional la relación de coman-
dantes de ESMAD y/o FIDUS, así como la ubicación de cada 
uno de los escuadrones que acompañarán las movilizaciones 
ciudadanas en el territorio nacional, para efectos de identifi-
cación y atención frente a posibles hechos que se presenten 
en el desarrollo de la jornada.

• La PGN solicitará a la Policía Nacional acceso directo a su sis-
tema de información en el que se registre la información rela-
cionada con las personas que en el marco de la manifestación 
pública y pacífica resultaren conducidas a los centros de tras-
lado por protección, capturadas o aprehendidas, con el fin de 
contar con la información en tiempo real, oportuna y transpa-
rente, y de esta forma activar los mecanismos de garantía de 
derechos que sean oportunos, de acuerdo con las funciones y 
competencias constitucionales y legales de la PGN.

• La PGN requerirá a la Policía Nacional las actas de verificación 
de las unidades policiales metropolitanas y departamentos de 
policía, como parte del protocolo de verificación del personal 
que podría llegar a intervenir en las movilizaciones. No obs-
tante a lo anterior, los funcionarios de la PGN se abstendrán 
de participar en actividades de verificación de los elementos 
o armamento de letalidad reducida  de las citadas unidades..

• La PGN solicitará a la sociedad civil evaluar la posibilidad de 
entregar la relación de líderes y gestores de derechos huma-
nos que representan los colectivos, plataformas, organizacio-
nes de DD. HH. u otros, con el propósito de generar canales 
comunicacionales frente a posibles hechos o situaciones que 
se presenten en el desarrollo de la jornada.

• La PGN dispondrá de funcionarios que acompañarán las rutas 
por donde se desplace la movilización ciudadana, teniendo en 
cuenta las indicaciones dispuestas en el literal d, artículo 2, del 
protocolo de intervención previa, concomitante y posterior de 
la Circular 024 del 22 de noviembre de 2019, expedido por la 
Procuraduría General de la Nación.

• A través de las procuradurías territoriales, instar a las personerías 
municipales y distritales a realizar acompañamiento, de confor-
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midad con la ley, a todas las manifestaciones públicas y pacíficas 
que se desarrollen en el respectivo municipio o distrito.

• La PGN dispondrá de funcionarios de la Delegada para la De-
fensa de los Derechos Humanos y de la Delegada para Entida-
des Territoriales y Diálogo Social para que participen desde el 
momento de su instalación en los puestos de mando unificado 
dispuestos por las autoridades locales y de Policía, donde se hará 
seguimiento y se informará sobre los hechos de los que se tenga 
conocimiento en el desarrollo de la jornada de movilización.

• Una vez instaladas, la PGN participará en la instancia de coor-
dinación, control y verificación de garantías de derechos fun-
damentales, conformadas por Policía Nacional y el Ministerio 
Público para reaccionar a los hechos y situaciones conocidas 
por el PMU en desarrollo de la jornada de movilización.

• Se correrá traslado a la Procuraduría Delegada para la Fuerza 
Pública de todos aquellos hechos que, en desarrollo de la ins-
tancia de coordinación, control y verificación de garantías de 
derechos fundamentales, se hayan puesto en conocimiento y 
que presuntamente involucren la responsabilidad disciplinaria 
de servidores públicos.    

• En caso de presentarse quejas en contra de servidores públicos 
en el marco de las movilizaciones ciudadanas o protesta social, o 
de tenerse conocimiento a través de medios que ameriten cre-
dibilidad sobre hechos que puedan ser constitutivos de faltas 
disciplinarias, se remitirá la información correspondiente al fun-
cionario delegado por la Procuraduría Delegada para la Fuerza 
Pública y Policía Judicial, quien informará sobre sus actuaciones 
para efectos de seguimiento y control sobre los mismos.

• La División de Seguridad de la PGN, a solicitud del PMU-PGN 
que se instale a nivel central, procurará confirmar en tiempo 
real la veracidad de la información conocida a través de me-
dios masivos de comunicación, redes sociales o cualquier otro 
medio de difusión, sobre posibles hechos o situaciones pre-
sentadas en las movilizaciones ciudadanas.

• Forma parte integral de este protocolo lo dispuesto por la 
Circular 024 del 22 de noviembre de 2019, que trata de las 
instrucciones para el acompañamiento a las movilizaciones de 
ciudadanos en el territorio nacional, con el fin de ejercer la 
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vigilancia y control, de acuerdo con las funciones preventivas 
de la entidad.

LA PGN EN LA ETAPA POSTERIOR A LAS MOVILIZACIONES 
CIUDADANAS

¿CÓMO PUEDO PEDIR INTERVENCIÓN DE LA PROCURADURÍA 
DELEGADA PARA EL MINISTERIO PÚBLICO EN ASUNTOS 
PENALES?

Una vez recibida la solicitud de intervención, se remitirá a las res-
pectivas coordinaciones de procuradurías judiciales penales en 
cada departamento para que se adelante la actuación que corres-
ponda y se informará al solicitante y a esta delegada a través de 
una matriz de seguimiento que se creará para el caso. 

¿A DÓNDE PUEDO ENVIAR LA SOLICITUD? 

Página web www.procuraduría.gov.co; el correo electrónico que-
jas@procuraduria.gov.co; centro de atención al público ubicado 
en la carrera 5 # 15-80 de la ciudad de Bogotá; envío de la queja 
a través de los servicios de correspondencia física como 7/42, 
Servientrega, Deprisa, entre otros, a la carrera 5 # 15-80 de la 
ciudad de Bogotá.

¿QUÉ PUEDO ESPERAR DE LA PROCURADURÍA DELEGADA 
PARA EL MINISTERIO PÚBLICO EN ASUNTOS PENALES?

La Procuraduría ejerce la vigilancia y el control de las actuaciones 
de las autoridades y actúa bajo los siguientes enfoques: 

• Enfoque de derechos: promueve el respeto y la garantía de to-
dos los derechos humanos para todas las personas y en todo 
momento.

• Enfoque preventivo: actúa para evitar o minimizar riesgos ex-
cepcionales o daños a personas.

• Enfoque de efectividad: remueve obstáculos para garantizar 
el derecho fundamental de acceso a la justicia.
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• Enfoque diferencial: atiende de manera especial las necesida-
des de personas en situación de debilidad manifiesta.

• Enfoque pro mujeres: tiene en cuenta los sesgos y discrimi-
naciones históricas que ha padecido este grupo poblacional.

• Enfoque territorial: interviene de conformidad con el contex-
to del territorio.

¿CÓMO ACTÚA EL MINISTERIO PÚBLICO PARA ASUNTOS 
PENALES?

Una de las funciones de la Procuraduría es intervenir en las actua-
ciones policivas y judiciales para garantizar el debido proceso y el 
respeto de los derechos fundamentales de las personas. El fin del 
proceso penal es el esclarecimiento de los hechos para obtener la 
verdad sobre lo sucedido, justicia para sancionar a quienes infrin-
gieron la ley y reparación de los perjuicios y daños ocasionados 
con el delito. El Ministerio Público actúa tanto en las violaciones 
de derechos humanos cometidas por agentes del Estado como en 
las investigaciones que se abran en contra de los manifestantes o 
ciudadanos. 

Las coordinaciones judiciales penales de cada departamento se-
rán las encargadas de realizar la vigilancia especial de los procedi-
mientos policivos y judiciales y deben velar por que las investiga-
ciones sean exhaustivas, efectivas e independientes en relación 
con casos de presunto uso excesivo de la fuerza por parte de la 
autoridad. 

El Puesto de Mando Unificado (PMU) y la Mesa de Coordinación, 
Control y Verificación de Garantías de Derechos Fundamenta-
les10 que se encuentren articulando el seguimiento y la toma de 
decisiones para garantizar la protesta pacífica deben enviar a las 
coordinaciones de los procuradores judiciales penales la lista de 
personas lesionadas, trasladadas, capturadas y sitios en donde se 
encuentran. 

10  Creada en el marco del cumplimiento de lo ordenado (numeral 6) por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, 
STC 7641 del 16 de septiembre de 2020.
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La coordinación a su vez enviará un informe a la Delegada para el 
Ministerio Público en Asuntos Penales, con el fin de determinar la 
constitución de agencias especiales o de vigilancia. 

B. LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO EN EL MOMENTO  
PREVIO A LAS MOVILIZACIONES CIUDADANAS

¿CUÁL ES LA ESTRATEGIA DE LA DEFENSORÍA PARA EL 
ACOMPAÑAMIENTO CIUDADANO EN LOS MOMENTOS 
PREVIOS A LA MANIFESTACIÓN PACÍFICA?

La Defensoría del Pueblo en el momento anterior a la protesta 
dispondrá de equipos en terreno para identificar a las personas 
organizadoras de las marchas, conocer el apoyo que requieran y 
cumplir un papel de mediación entre autoridades y manifestantes, 
previamente convocados.

En cumplimiento de las órdenes impartidas por la Sentencia 
STC7641-2020, la Defensoría adelantará mesas de trabajo con 
distintos actores involucrados en escenarios de protesta social, 
entre estos, organizaciones sociales, plataformas de derechos hu-
manos, fuerza pública, comerciantes, iglesias y académicos. 

¿CUÁL ES LA IMPORTANCIA DE LA RESOLUCIÓN DE LA 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO N.° 073 DEL 28 DE ABRIL DE 2020?

La Defensoría de Pueblo, de manera autónoma y ciñéndose a sus 
competencias constitucionales y legales, mediante la Resolución 
073 de 202011 estableció un protocolo interno de atención a la 
protesta social, con el fin de atender y acompañar a los ciudada-
nos antes, durante y después de la movilización pacífica. 

El protocolo imparte directrices a los funcionarios de la Defensoría 
con pautas de cómo realizar el acompañamiento a las protestas, 
desde la premisa de la independencia y tendiente a la protección y 

11  Por la cual se adoptan las directrices para la dinamización del diálogo social, la prevención y mediación de con-
flictividades sociales en los territorios y la protección de los derechos a la libertad de expresión, movilización y protesta social 
pacífica.
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garantía del derecho a la protesta pacífica de los ciudadanos y de 
los derechos de las personas no participantes en estas actividades.

• De acuerdo con lo establecido en la resolución mencionada, la 
Defensoría desarrolla las siguientes acciones:   

• Solicita a los defensores públicos estar dispuestos para garan-
tizar el derecho a la defensa y el debido proceso de quienes 
lo requieran. Esta petición se hace a través de las defensorías 
regionales.

• Desde el nivel nacional y regional se remiten oficios a los co-
mandantes de policía, secretarías de salud y gobierno o inte-
rior, para que garanticen los derechos de los manifestantes y 
de quienes no participan de estas jornadas. 

• Se realizan reuniones previas de coordinación y diálogo entre 
los diferentes actores (convocantes, fuerza pública y otras au-
toridades) y se brindan charlas sobre derechos humanos a los 
miembros de la fuerza pública encargados de la seguridad en 
la manifestación.

• La entidad realiza acompañamiento al proceso de evaluación 
de protocolos policiales a la luz de los estándares internaciona-
les para la protección y salvaguarda de los derechos humanos.

• Las quejas tramitadas por la Defensoría del Pueblo, relacio-
nadas con la protesta social, son remitidas a las autoridades 
competentes según el caso (Policía Nacional, Procuraduría 
General de la Nación y Fiscalía General de la Nación); además, 
son registradas en el sistema de información institucional Vi-
sion Web ATQ, desde el cual se hace seguimiento a las gestio-
nes adelantadas.

• Se establecen parámetros para la participación como minis-
terio público en los diferentes puestos de mando unificado y 
otras reuniones de coordinación institucional. 

• En los escenarios en que la protesta escala a alteraciones del 
orden público o confrontaciones con la fuerza pública, los 
equipos que acompañan las manifestaciones realizan accio-
nes de mediación entre manifestantes y fuerza pública, visitas 
para la verificación de la situación de derechos humanos en 
los centros de traslado por protección, estaciones de policía, 
los CAI y en los centros de salud y hospitales.
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• Realiza tareas de tipo humanitario para que se permita la libre 
movilidad de ambulancias, evacuación de personas lesionadas 
y contacto con familiares de personas conducidas a los cen-
tros de traslado de protección.

C. LAS ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO  
EN EL DESARROLLO DE LAS MOVILIZACIONES CIUDADANAS

¿EN QUÉ CONSISTE EL ACOMPAÑAMIENTO DE LA 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO EN LA MOVILIZACIÓN PÚBLICA Y 
PACÍFICA?

La Defensoría del Pueblo realiza las siguientes labores: 

• Interlocución con las personas organizadoras de las marchas.
• Presencia de equipos en terreno de la Defensoría del Pue-

blo que acompañarán las manifestaciones, los cuales estarán 
compuestos por:

 – Funcionarios de la entidad.
 – Defensores públicos en las diferentes unidades de reacción 
inmediata, para atender las detenciones con fines de pro-
tección o judicialización generadas en el marco de la pro-
testa social.

 – Funcionarios que harán presencia en los puestos de mando 
unificado.

 – Funcionarios que se encargarán de consolidar la informa-
ción recibida.

 – Coordinación entre defensorías regionales, direcciones y 
defensorías delegadas competentes, teniendo en cuenta la 
población afectada.

• Recepción de quejas: 
Mientras se desarrolla la marcha o protesta, la Defensoría del 
Pueblo cuenta con servidores disponibles para recibir las quejas 
por la vulneración de los derechos humanos que se presenten en 
el marco de aquella.  
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• Representación judicial y derecho a la defensa: 
En el marco de la protesta social, la defensoría pública presta el 
servicio de acceso a la administración de justicia en condiciones 
de igualdad y dentro del debido proceso propio del Estado social y 
democrático de derecho, con respeto por los derechos y garantías 
sustanciales y procesales y de los derechos humanos, a todas las 
personas que requieran del servicio, así:

 – Las defensorías del pueblo regionales, de acuerdo con la 
necesidad y la cobertura, asignan un número de defensores 
públicos de turno en las unidades de reacción inmediata de 
la Fiscalía General de la Nación (URI) o en los centros de 
servicios judiciales dispuestos por el Consejo Superior de la 
Judicatura para proveer la representación judicial a los ciu-
dadanos capturados como presuntos autores o partícipes 
de conductas punibles, ejerciendo su defensa técnica ante 
los fiscales de esas unidades y ante los jueces constitucio-
nales de garantías.

 – Asimismo, se asignan defensores públicos para la represen-
tación judicial de víctimas, disponiendo de canales expedi-
tos para ello y de acuerdo con las peticiones realizadas en 
tal sentido, sin que sea necesario el estudio de imposibilidad 
económica o social.

¿CÓMO ES EL PROCESO PARA ACCEDER A LOS SERVICIOS DE 
DEFENSORÍA PÚBLICA?

 – Cuando la solicitud del servicio sea en línea, es decir, a tra-
vés de la página institucional, se direcciona teniendo en 
cuenta el servicio solicitado:

 – Cuando el servicio es penal, para procesados o víctimas, se 
remite a la defensoría regional pertinente, para el reparto y 
la prestación del servicio.

 – Cuando se trata de solicitudes relacionadas con las áreas 
de derecho administrativo, laboral o civil familia se dirige 
al Centro de Atención Ciudadana (CAC) o a la defensoría 
regional competente, para la correspondiente asignación de 
defensor público.
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 – Si las solicitudes provienen de organizaciones sociales, es-
tas son dirigidas por el grupo de transparencia ciudadana a 
la Dirección Nacional de Defensoría Pública.

Fuente: Dirección Nacional de Defensoría Pública. 
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D. LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO EN LA ETAPA  
POSTERIOR A LAS MOVILIZACIONES CIUDADANAS

¿CÓMO PUEDO ACCEDER A LOS SERVICIOS DE LA 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO COMO CIUDADANO AFECTADO 
EN PROTESTAS?

El acceso a los servicios de la Defensoría del Pueblo puede ser:

a. Presencial 
b. Telefónico
c. A través de formulario web
d. Por correo electrónico

En relación con las quejas que se presenten de manera presencial 
o telefónica, los datos de contacto se pueden obtener a través 
del enlace https://www.defensoria.gov.co/es/public/institucio-
nal/116/Directorio-de-Depedencias.htm

¿CUÁL ES EL TRÁMITE DE UNA QUEJA PRESENTADA ANTE LA 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO? 

La Defensoría del Pueblo consolidará las quejas recibidas por po-
sibles vulneraciones a los derechos humanos, las clasificará, reali-
zará el análisis respectivo y les dará trámite a las entidades com-
petentes. En este sentido:

 – Las quejas serán recibidas en terreno por los funcionarios 
que acompañen las movilizaciones o protestas ciudadanas.

 – Se establecerá un canal único de comunicación en el que se 
centralizarán las quejas recibidas. 

 – Respecto de las quejas que se refieran a graves violaciones 
de derechos humanos, se remitirán de manera inmediata a 
la autoridad competente, con el fin de buscar la superación 
de los hechos que amenacen la protesta social.

Las quejas tramitadas por la Defensoría del Pueblo relacionadas 
con protesta social son remitidas a las autoridades competentes, 
según el caso (Policía Nacional, Procuraduría General de la Nación 
y Fiscalía General de la Nación); además, son registradas en el 
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sistema de información institucional Vision Web Atención y Trá-
mite de Quejas, desde el cual se hace seguimiento a las gestiones 
adelantadas.

¿CUÁL ES LA RUTA DE UNA QUEJA EN EL MARCO DE LA 
PROTESTA? 

La recepción de quejas se podrá realizar a través de la página web 
de la Defensoría, así: 

1.  El ciudadano diligencia un formato único de recepción de pe-
ticiones que es recibido por el grupo de gestión documental. 

2.  De acuerdo con el tema que desarrolle la petición, esta es 
enviada a la dependencia competente para ser tramitada por 
alguna de las defensorías regionales, la Dirección o la Defen-
soría Delegada que tenga dentro de sus funciones la materia 
objeto de la solicitud. 

Cuando se trate de quejas por vulneraciones a los derechos hu-
manos dentro del marco de la protesta social, esta institución 
nacional de derechos humanos ha dispuesto el siguiente correo 
electrónico: quejasprotestasocial@defensoria.gov.co. Este correo 
es atendido por la Dirección Nacional de Atención y Trámite de 
Quejas, área que adelantará las gestiones pertinentes.

Finalmente, se establecerá un canal de información que reporte a 
la ciudadanía el número de quejas que fueron recibidas y se articu-
larán las diferentes entidades que componen el Ministerio Público 
para realizar el monitoreo, seguimiento y evaluación de las mismas. 
De igual manera se acompañarán las mesas derivadas de las movi-
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lizaciones y se tendrá una interlocución permanente con las autori-
dades competentes y las plataformas de derechos humanos.

¿QUÉ SON LAS JORNADAS DE ATENCIÓN DESCENTRALIZADAS? 

Con el fin de acercar los servicios de la entidad al ciudadano, la 
Defensoría del Pueblo adelanta jornadas de atención descentra-
lizadas. Por ejemplo, el 15 de octubre de 2020 la entidad reali-
zó una jornada de atención liderada por la Dirección Nacional de 
Atención y Trámite de Quejas con el apoyo de la Dirección Na-
cional de Defensoría Pública y la Regional Bogotá, cuyo objetivo 
fue atender las quejas de los ciudadanos afectados por presuntos 
abusos policiales suscitados dentro de la protesta social del 9 al 
11 de septiembre de 2020.

El objetivo de las jornadas es brindar atención y orientación, reci-
bir y tramitar quejas de las personas que hayan resultado afecta-
das en el marco de las protestas sociales.  

Además del trámite de las quejas por afectaciones a los derechos 
humanos en contextos de protesta, la Defensoría brinda orienta-
ción a la familia y al directo afectado en las rutas para el acceso 
a la justicia, así como en los casos donde se lleguen a presentar 
amenazas a las víctimas o a sus familiares y gestiona la activación 
de la ruta de protección.

¿QUÉ APOYO JURÍDICO BRINDA LA DEFENSORÍA DELEGADA 
PARA LOS ASUNTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES?

La Defensoría Delegada para los Asuntos Constitucionales y Le-
gales tiene a disposición de la ciudadanía los siguientes canales de 
atención:  

• Solicitud de selección de tutelas ante la Corte Constitucional, 
que se presenten en el marco de la protesta.

• Solicitud de intervención de tutelas que se presenten en el 
marco de la protesta.

• Solicitud de medidas cautelares ante la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos  (CIDH), como medida preventi-
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va ante la inminente vulneración o situación de riesgo de los 
derechos humanos (Defensoría del Pueblo, Resolución 132 de 
2018).
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